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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 
Resolución 000086-2025-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 

 
Expediente : 04782-2024-JUS/TTAIP 
Recurrente : MARÍA FLOR GARCÍA COTRINA 
Entidad : UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS 

Sumilla : Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 6 de enero de 2025 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 04782-2024-JUS/TTAIP recepcionado por este 
Tribunal con fecha 11 de noviembre de 2024, interpuesto por MARÍA FLOR GARCÍA 
COTRINA contra la denegatoria por silencio administrativo negativo de la solicitud de 
acceso a la información pública presentada ante la UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR 

DE SAN MARCOS con N° Expediente UNMSM-20240101992 de fecha 11 de octubre de 

2024. 

 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 11 de octubre de 2024, en ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, la recurrente solicitó la siguiente información: 
 

“Copia digital del registro de asistencia de la trabajadora Patricia Navarro Godoy, 
durante los meses de enero, febrero y marzo de 2024. Ese documento se conserva 
en el sistema de información personal del Quipucamayoc UNMSM”. 
 

Con fecha 11 de noviembre de 2024, al no recibir respuesta de la entidad, la recurrente 
consideró denegada su solicitud en aplicación del silencio administrativo negativo, 
presentando ante esta instancia el recurso de apelación materia de análisis. 
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Mediante Resolución 005200-2024-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA1, se admitió a trámite 
el referido recurso impugnatorio y se requirió a la entidad la remisión del expediente 
administrativo generado para la atención de la solicitud de la recurrente, así como la 
formulación de sus descargos; cuyos requerimientos no fueron atendidos hasta la fecha 
de emisión de la presente resolución. 
 

ll. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 
pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal y las 
que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
Asimismo, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del Principio de Publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 del mismo texto dispone que las entidades de la Administración 
Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, 
o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que se 
encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 18 
de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del 
mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso 
a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera restrictiva por 
tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 

 
2.1. Materia en discusión 

 
En el presente caso, la controversia consiste en determinar si la información 
solicitada es de acceso público y consecuentemente debe ser entregada a la 
recurrente. 
 

2.2. Evaluación de la materia en discusión 
 
En concordancia con el mencionado numeral 5 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú, el Principio de Publicidad contemplado en el artículo 3 de la Ley 
de Transparencia, señala que toda la información que posea el Estado se presume 

 
1  Resolución notificada a la entidad con Cédula de Notificación N° 17694-2024-JUS/TTAIP el 29 de noviembre de 2024, 

siendo registrado N° de Solicitud 00630065; conforme a la información proporcionada por la Secretaría Técnica de esta 
instancia. 

2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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pública y, por ende, la entidad está obligada a entregarla, salvo que esta se 
encuentre comprendida en las excepciones mencionadas en dicha norma. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional, en el Fundamento 27 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 00005-2013-PI/TC señaló que: 

 
“[...] la información pública debe hacerse pública no sólo cuando una 
persona lo solicite sino que la Administración Pública tiene el deber de hacer 
pública, transparente, oportuna y confiable dicha información, así no sea 
solicitada, salvo el caso de las excepciones permitidas constitucionalmente 
y especificadas estrictamente en la ley de desarrollo constitucional de este 
derecho fundamental.” (Subrayado agregado) 

 
Asimismo los párrafos 6 y 7 del artículo 13 de la Ley de Transparencia disponen 
que cuando una entidad de la Administración Pública no localiza información que 
está obligada a poseer o custodiar, deberá acreditar que ha agotado las acciones 
necesarias para obtenerla a fin brindar una respuesta al solicitante y que si el 
requerimiento de información no hubiere sido satisfecho, la respuesta hubiere sido 
ambigua o no se hubieren cumplido las exigencias precedentes, se considerará que 
existió negativa en brindarla. 
 
En tal sentido, con el propósito de garantizar el suministro de información pública a 
los ciudadanos, corresponde a toda entidad pública, en virtud del artículo 13 de la 
Ley de Transparencia, suministrar la información requerida de forma clara, precisa 
y completa. Así, el Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 3 de su 
sentencia recaída en el Expediente N° 1797-2002-HD/TC, señala lo siguiente: 
 

“A criterio del Tribunal, no sólo se afecta el derecho de acceso a la 
información cuando se niega su suministro, sin existir razones 
constitucionalmente legítimas para ello, sino también cuando la información 
que se proporciona es fragmentaria, desactualizada, incompleta, imprecisa, 
falsa, no oportuna o errada. De ahí que si en su faz positiva el derecho de 
acceso a la información impone a los órganos de la Administración pública 
el deber de informar, en su faz negativa, exige que la información que se 
proporcione no sea falsa, incompleta, fragmentaria, indiciaria o confusa”. 

 
En coherencia con lo anterior, este Tribunal estima que corresponde a toda entidad 
contestar de manera clara, precisa y completa las solicitudes de acceso a la 
información pública presentadas por los ciudadanos en ejercicio de su derecho de 
acceso a la información pública, obligación que se extiende a los casos de 
inexistencia de la información, en cuyo supuesto, conforme a lo señalado en el 
tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, la entidad de la 
Administración Pública deberá comunicar por escrito al ciudadano que la 
denegatoria de su solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto 
de la información solicitada. 
 
En el presente caso, se aprecia que la recurrente requirió a la entidad que se le 
brinde información vinculada a: 
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“Copia digital del registro de asistencia de la trabajadora Patricia Navarro 
Godoy, durante los meses de enero, febrero y marzo de 2024. Ese 
documento se conserva en el sistema de información personal del 
Quipucamayoc UNMSM”. (Subrayado agregado) 

 
Ante dicho requerimiento, según la recurrente, la entidad no brindó respuesta, 
considerando denegada su solicitud en aplicación del silencio administrativo 
negativo. 
 
Al respecto, al no brindar una respuesta a la recurrente ni presentar sus descargos 
a esta instancia, conforme lo establece el numeral 4.11 del artículo 4 del nuevo 
Reglamento de la Ley de Transparencia, la entidad ha omitido indicar que no posee 
la información requerida, que no tiene la obligación de contar con ella, o que 
teniéndola en su poder ésta se encuentra incursa en alguna causal de excepción al 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública contemplado en la Ley de 
Transparencia, conforme lo exige el Tribunal Constitucional en el Fundamento 13 
de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC, en el que se señala 
lo siguiente: 

 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe 
un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública 
solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que si el 
Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para negar el 
acceso a la información, la presunción que recae sobre la norma o acto debe 
efectivizarse y confirmarse su inconstitucionalidad; y, consecuentemente, la 
carga de la prueba sobre la necesidad de mantener en reserva el acceso a 
la información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. 
(Subrayado agregado) 

 
En esa línea, atendiendo a que las entidades tienen el deber de motivar su decisión 
de denegar la información solicitada, acreditando la necesidad de mantener en 
reserva el acceso a dicha información, situación que no ha sido justificada ni 
acreditada por la entidad en el presente caso y que tampoco es advertida por esta 
instancia de la revisión de los actuados en el expediente; la Presunción de 
Publicidad respecto de la información requerida por la recurrente se encuentra 
plenamente vigente. 
 
Sin perjuicio de lo antes mencionado, considerando que la recurrente ha requerido 
el registro de asistencia de personal de la entidad, este Colegiado debe resaltar que 
conforme al artículo 39 de la Constitución “Todos los funcionarios y trabajadores 
públicos están al servicio de la Nación”; es decir, a diferencia de lo que ocurre con 
un trabajador que labora para un empleador particular, el servidor público realiza su 
trabajo en beneficio de la Nación, esto es, al servicio de un interés que no es 
particular, sino público. 
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En dicho contexto, es que la legislación sobre el servicio civil en nuestro país ha 
establecido que toda la regulación sobre este sector está orientada a fortalecer un 
Servicio Civil que redunde en la mejora de la calidad de los servicios que el Estado 
brinda a los ciudadanos. Así, lo ha plasmado el artículo II del Título Preliminar de la 
Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil3, el cual prescribe que: “La finalidad de la 
presente Ley es que las entidades públicas del Estado alcancen mayores niveles 
de eficacia y eficiencia, y presten efectivamente servicios de calidad a través de un 
mejor Servicio Civil, así como promover el desarrollo de las personas que lo 
integran” (subrayado agregado). En la misma línea, como primer principio que 
orienta la regulación del Servicio Civil, la referida ley ha recogido en el literal a) del 
artículo III de su Título Preliminar el Principio del Interés General, conforme al cual 
“El régimen del Servicio Civil se fundamenta en la necesidad de recursos humanos 
para una adecuada prestación de servicios públicos” (subrayado agregado). 
 
El mismo reconocimiento ha sido efectuado por el artículo 3 de la Ley N° 27815, 
Ley del Código de Ética de la Función Pública4, cuando establece que: “Los fines 
de la función pública son el Servicio a la Nación, de conformidad con lo dispuesto 
en la Constitución Política, y la obtención de mayores niveles de eficiencia del 
aparato estatal, de manera que se logre una mejor atención a la ciudadanía, 
priorizando y optimizando el uso de los recursos públicos” (subrayado agregado).  
 
Es decir, dicha legislación reconoce la relación estrecha que existe entre el 
perfeccionamiento del régimen de acceso, capacitación, evaluación, derechos que 
se otorgan y el cumplimiento de las obligaciones a cargo del servidor público, y la 
mejora que todo ello puede producir en la calidad de los servicios brindados por los 
entes estatales. 
 
A mayor abundamiento, el artículo 2 del Decreto Supremo N° 028-2007-PCM, por 
el cual se dictan disposiciones a fin de promover la puntualidad como práctica 
habitual en todas las entidades de la Administración Pública, prescribe que “Todos 
los funcionarios públicos, empleados de confianza y servidores públicos, sin 
excepción, están obligados a iniciar sus actividades laborales en la hora fijada como 
inicio de la jornada de trabajo establecida”, a lo que el artículo 4 de dicha norma 
agrega que “La infracción a las normas internas relativas a la puntualidad conlleva 
la imposición de sanciones administrativas, conforme a ley” (subrayado agregado). 
 
En el presente caso, conforme a la normativa citada, la asistencia, puntualidad y 
permanencia en el centro de trabajo constituye una obligación de todos los 
servidores públicos, cuyo incumplimiento determina el descuento de la 
remuneración correspondiente, así como la imposición de las sanciones que cada 
entidad establezca; por lo que el acceso al registro de ingreso y salida de los 
servidores públicos permite no solo fiscalizar que el pago de las remuneraciones 
refleje el servicio efectivamente brindado por dichos servidores, sino que éstos 
cumplan los deberes y obligaciones impuestos por el orden jurídico, como la 
asistencia, permanencia y puntualidad.  
 

 
3  En adelante, Ley del Servicio Civil.  
4  En adelante, Código de Ética de la Función Pública.  
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Pero no solo ello, sino que el conocimiento del registro de ingreso y salida puede 
revelar la presencia de servidores públicos que tienen continuas inasistencias y 
tardanzas que den cuenta de una clara desafección con el servicio público, y que 
redunde en un deficiente servicio brindado a la ciudadanía, lo que puede resultar 
especialmente perjudicial en el caso de docentes, médicos u otros servidores que 
prestan servicios de manera directa a las personas.  
 
Por tanto, este colegiado considera que la información requerida por la recurrente 
tiene carácter público. 
 
En ese sentido, resulta relevante señalar que mediante RESOLUCIÓN Nº 004442-
2023/JUS-TTAIP-SEGUNDA SALA, publicada con fecha 30 de diciembre de 2023 
en el diario oficial El Peruano, esta instancia aprobó el siguiente precedente 
administrativo de observancia obligatoria: “El registro de control de asistencia de 
funcionarios y servidores públicos, respecto al ingreso y salida del personal de una 
entidad pública, sea manual o digital, tiene carácter público”. 
 
En consecuencia, corresponde amparar el recurso de apelación y disponer que la 
entidad entregue la información pública5 requerida por la recurrente, en la forma y 
medio requeridos en su solicitud. 
 

Finalmente, en virtud a lo dispuesto por los artículos 55 y 57 del nuevo Reglamento de la 
Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 007-2024-JUS, y en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 
Civil, corresponde a cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente 
hubieran incurrido sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas 
infractoras a las normas de transparencia y acceso a la información pública. 
 
De conformidad con lo previsto por el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos 
Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; asimismo, ante la ausencia del 
Vocal Titular de la Primera Sala Luis Guillermo Agurto Villegas por licencia interviene en la 
presente votación la Vocal Titular de la Segunda Sala de esta instancia Vanesa Vera 
Muente, en el orden de prelación establecido en la Resolución N° 000004-2023-
JUS/TTAIP-PRESIDENCIA de fecha 23 de marzo de 2023; asumiendo temporalmente la 
presidencia el Vocal Titular Segundo Ulises Zamora Barboza, conforme al criterio adoptado 
mediante la Resolución N° 000001-2025-JUS/TTAIP-PRESIDENCIA de fecha 2 de enero 
de 2025; y en aplicación del numeral 111.1 del artículo 111 del Texto Único Ordenado de 
la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 004-2019-JUS6, con votación en mayoría; 
 
 
 
 

 
5  Salvaguardando, de ser el caso, la información protegida por las excepciones contempladas en la Ley de Transparencia, 

bajo los parámetros de interpretación restrictiva contemplados en el artículo 18 del mismo cuerpo legal. 
6  En adelante, Ley N° 27444. 
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SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por MARÍA FLOR 
GARCÍA COTRINA; y, en consecuencia, ORDENAR a la UNIVERSIDAD NACIONAL 

MAYOR DE SAN MARCOS que entregue a la recurrente la información solicitada con N° 

Expediente UNMSM-20240101992 de fecha 11 de octubre de 2024, en la forma y medio 

requeridos; conforme a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente 

resolución. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS que, 
en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite a esta instancia el cumplimiento de 
lo dispuesto en el Artículo 1 de la presente resolución. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 de la Ley N° 27444. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a MARÍA FLOR GARCÍA 
COTRINA y a la UNIVERSIDAD NACIONAL MAYOR DE SAN MARCOS, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 

 
 

 
      VANESA VERA MUENTE   TATIANA AZUCENA VALVERDE ALVARADO 

        Vocal                  Vocal 
 

 

 

 

vp:tava* 
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VOTO SINGULAR DEL VOCAL ULISES ZAMORA BARBOZA 
 
Con el debido respeto por mis colegas Vocales del Tribunal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, dentro del marco de las funciones asignadas en el numeral 3 del 
artículo 10-D del Decreto Supremo N° 011-2018-JUS7, debo manifestar que el recurso de 
apelación presentado por el recurrente debe ser declarado FUNDADO, discrepando con la 
resolución en mayoría respecto del análisis, conforme a los siguientes argumentos: 
 
Al respecto, en el presente caso, habiéndose cumplido el plazo establecido en el literal b) 
del artículo 11 de la Ley de Transparencia para atender la solicitud presentada por el 
recurrente, se advierte de autos que la entidad ha omitido indicar que no cuenta con la 
información requerida de la solicitud, no tiene la obligación de poseerla o, teniéndola en su 
poder, no acreditó la existencia de algún supuesto de excepción previsto en la Ley de 
Transparencia para su denegatoria, por lo que la Presunción de Publicidad respecto de la 
información solicitada se encuentra plenamente vigente al no haber sido desvirtuada; a 
pesar que corresponde a las entidades la carga de la prueba respecto a las excepciones 
del derecho de acceso a la información pública requerida por los ciudadanos. 
 
En esa línea, cabe señalar que, la transparencia y la publicidad son principios que rigen la 
gestión de las entidades del Estado, de modo que la información que estas entidades 
posean, administren o hayan generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, 
atribuciones o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, utilización o el 
medio en el que se contenga o almacene, constituye información de naturaleza pública. 
 
Siendo esto así, cabe indicar que el primer párrafo del artículo 10 de la Ley de 
Transparencia precisa que “(…) Las entidades de la Administración Pública tienen la 
obligación de proveer la información requerida si se refiere a la contenida en documentos 
escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, 
siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o 
bajo su control”; por ello, el Fundamento 6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
09378-2013-PHD/TC y en el Fundamento 12 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
02579-2003-HD, el Tribunal Constitucional interpretó dicho artículo de la siguiente manera: 
“(...) Lo realmente trascendental a efectos de que pueda considerarse como 'información 
pública', no es su financiación, sino la posesión y el uso que le imponen los órganos 
públicos en la adopción de decisiones administrativas, salvo, claro está, que la información 
haya sido declarada por ley como sujeta a reserva”. (subrayado nuestro) 
 
En la misma línea, de igual modo se debe tomar en consideración para la atención de la 
solicitud lo establecido en el segundo párrafo del artículo 10 de la Ley de Transparencia: 
“Asimismo, para los efectos de esta Ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una 
decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales.” 
(subrayado agregado). 

 
7  “Artículo 10-D.- Funciones de los Vocales 

El vocal tiene las siguientes funciones: 
(…) 
3) Participar y votar en las sesiones de la Sala que integra; así como, expresar las razones de su voto singular o 
discrepante.” 

https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/login.jsp
https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/verifica.jsp


Esta es una copia auténtica imprimible de un documento electrónico archivado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 

aplicando lo dispuesto por el Art. 25 del D.S. 070-2013-PCM y la tercera Disposición Complementaria final del D.S. 026-2016-

PCM. Su autenticidad e integridad pueden ser contrastadas a través de la siguiente dirección web: 

https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/login.jsp e ingresando el Tipo de Documento, Número y Rango de Fechas de ser el caso 

o https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/verifica.jsp e ingresando Tipo de Documento, Número, Remitente y Año, según 

corresponda.” 

9 

Asimismo, el cumplimiento de la jornada laboral por parte de los servidores y funcionarios 
públicos determina el cumplimiento de los fines y objetivos institucionales y como 
subsecuente la disposición adecuada de los fondos públicos por parte de la Administración 
Pública, esta tendrá una relevancia pública conforme al Fundamento 28 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 4407-2007-PHD/TC, emitida por el Tribunal Constitucional: 

 
“(...) 
28.  […] uno de los mecanismos más efectivos de prevención de la lucha contra la 

corrupción es la publicación periódica, detallada y completa de los ingresos y 
rentas de los funcionarios y servidores públicos, ya que, al estar disponible dicha 
información, los incentivos para malversar los fondos públicos disminuirían 
considerablemente ante la amenaza de ser descubierto; ya no solamente por las 
autoridades gubernamentales encargadas de procesar, almacenar y fiscalizar 
dicha información, o por las autoridades jurisdiccionales correspondientes; sino 
por cualquier persona interesada en obtener dicha información” (subrayado 
agregado). 

 
Sumado a ello, dicho colegiado, en el Fundamento 8 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 04665-2014-HD/TC, resaltó la importancia de la participación ciudadana en 
el gasto público:  
 

“(...) 
8. [s]olo una ciudadanía informada puede participar plenamente en el 

establecimiento de prioridades del gasto público, gozar de acceso equitativo a 
los servicios esenciales que el Estado tiene el deber de proveer y evaluar las 
decisiones de quienes gestionan el presupuesto público” (subrayado agregado). 

 
Además, en la medida que conocer el ingreso y salida del personal determina una decisión 
de índole presupuestal por parte de la Administración Pública, esta debe estar bajo la 
fiscalización ciudadana como lo indicó el Tribunal Constitucional, en el Fundamento 3 de 
la sentencia recaída en el Expediente N° 04912-2008-PHD/TC: 

 
“(…) 
3. El tener acceso a los datos relativos al manejo de la res pública resulta esencial 

para que exista una opinión pública verdaderamente libre que pueda fiscalizar 
adecuadamente la conducta de los gobernantes. O como ya se ha expresado por 
este Tribunal, es consustancial al régimen democrático, que reposa en la soberanía 
del pueblo y el respeto de la dignidad de las personas. Sin la efectiva vigencia de 
este derecho, no solo puede verse afectado el proyecto de vida o el interés 
individual de la persona a quien se le denegó la información, sino a la sociedad en 
su conjunto, puesto que no tendría forma de ejercer la fiscalización de la actividad 
administrativa del Estado. Con ello se pone de manifiesto de manera más clara aun 
la interrelación del interés individual y el interés social, tan propio de los derechos 
fundamentales. Por eso se ha llegado a decir –no en términos de legitimidad desde 
luego- que “Cuando se le impide a un ciudadano el ejercicio de un derecho 
fundamental, la comunidad entera resulta afectada” [HÄBERLE, Peter. La libertad 
fundamental en el Estado Constitucional. Lima; Fondo editorial de la PUCP. p. 64” 
(subrayado agregado). 
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Adicional a ello, es preciso destacar que conforme al Precedente Vinculante emitido por 
este Tribunal en el Expediente N° 004020-2023-JUS/TTAIP y publicado en el diario oficial 
El Peruano con fecha 30 de diciembre de 2023 y en la página web del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos8, “El registro de control de asistencia de los funcionarios y servidores 
públicos, respecto al ingreso y salida del personal de una entidad pública, sea manual o 
digital, tiene carácter público”, por lo que dicha información en principio es de naturaleza 
pública.  
 
Sin perjuicio de lo antes expuesto, cabe la posibilidad de que eventualmente dicha 
documentación pueda contar con información protegida por las excepciones contempladas 
en la Ley de Transparencia, como lo podría ser el caso de licencias médicas, permisos de 
rehabilitación, licencias familiares, entre otros, que se podrían ver plasmados en el referido 
registro. En cuanto a ello, de manera ilustrativa, con relación a la protección de información 
de naturaleza íntima, el Tribunal Constitucional en los Fundamentos 6, 7, 8 y 9 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 04872-2016-PHD/TC, analizó la entrega de la ficha 
personal de una servidora pública, documento que contiene información de carácter público 
como son los estudios, especializaciones y capacitaciones realizadas, así como datos de 
carácter privado, entre otros, los datos de individualización y contacto, siendo posible 
tachar éstos últimos y de esa forma garantizar el acceso de la información a los ciudadanos, 
conforme el siguiente texto: 
 
“(…) 
6. De autos se advierte que la ficha personal requerida contiene tanto información de 

carácter privado como información de carácter público. En efecto, mientras que la 
información de carácter privado se refiere a datos de individualización y contacto del 
sujeto a quien pertenece la ficha personal; la información de carácter público contenida 
en el referido documento abarca datos que fueron relevantes para contratarla, tales 
como el área o sección en la que la persona ha desempeñado funciones en la 
Administración Pública; la modalidad contractual a través de la cual se le ha 
contratado; así como los estudios, especializaciones y capacitaciones realizadas. 

7.  No solamente no existe razón para limitar la entrega de información referida a las 
cualificaciones relevantes que fueron decisivas para la contratación de un empleado 
en la Administración Pública, sino que, hacerlo, desincentivar la participación 
ciudadana en la fiscalización de la idoneidad del personal que ingresa a ella. 

8. Al respecto, no puede soslayarse que la ciudadanía tiene interés en contar con 
personal cualificado en la Administración Pública, por lo que impedirle el acceso a 
información relativa a las cualidades profesionales que justificaron la contratación del 
personal que ha ingresado a laborar en dicha Administración Pública, no tiene sentido. 
En todo caso, la sola existencia de información de carácter privado dentro de un 
documento donde también existe información de carácter público no justifica de 
ninguna manera negar, a rajatabla, su difusión.  

9.  Atendiendo a lo previamente expuesto, es perfectamente posible satisfacer el derecho 
que tiene la ciudadanía de acceder a la información de carácter público de quienes 
laboran dentro de la Administración Pública y, al mismo tiempo, proteger la información 
de carácter privado de dichas personas, tachando lo concerniente, por ejemplo, a los 
datos de contacto, pues con ello se impide su divulgación. Por consiguiente, 

 
8  En el siguiente enlace: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/5608341/4975199-resolucion-n-004442-2023-jus-

ttaip-segunda-sala.pdf?v=1703734668.   
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corresponde la entrega de lo peticionado, previo pago del costo de reproducción”. 
(subrayado agregado) 

 
En atención a lo expuesto, cabe destacar que en caso de existir en un documento 
información pública y privada, esta última debe separarse o tacharse a fin de facilitar la 
entrega de la información pública que forma parte del documento, ello acorde con el artículo 
199 de la Ley de Transparencia. 
 
En consecuencia, mi voto es porque corresponde estimar el recurso de apelación 
presentado y ordenar a la entidad que proceda a la entrega de la documentación pública 
materia de su solicitud, procediendo la entidad a tachar aquella información que se 
encuentre dentro de los supuestos de excepción al derecho de acceso a la información 
pública contemplados en la Ley de Transparencia, bajo los parámetros de interpretación 
restrictiva contemplados en el artículo 18 del mismo cuerpo legal. 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 
9  “Artículo 19.- Información parcial 
      En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a los artículos 15, 16 y 17 de esta 

Ley, no sea de acceso público, la entidad de la Administración Pública deberá permitir el acceso a la información 
disponible del documento”. 

ULISES ZAMORA BARBOZA 
Vocal Presidente 

 

https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/login.jsp
https://sgd.minjus.gob.pe/gesdoc_web/verifica.jsp

		2025-02-19T07:37:35-0500
	VALVERDE ALVARADO Tatiana Azucena FAU 20131371617 soft




